Sentencia 157/2004, de 23 de septiembre, en relación con la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del Comercio en Navarra (publicada en el B.O.E. de 22.10.2004).

a)
Antecedentes

-
Promotor del recurso: Estado (nº 5343/2001).

-
Norma impugnada: Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del comercio en Navarra.

-
Extensión de la impugnación: Artículos 23.3, párrafo tercero; 24.1; 40.2 c); 46.1; 50.2; 72.1; y la Disposición final 2ª de la Ley Foral.

-
Motivación del recurso: Para el Estado cuatro son los motivos que han dado lugar a la impugnación de la Ley Foral: “En primer lugar, los criterios que han de tenerse en cuenta para obtener la licencia que debe otorgarse a los grandes establecimientos comerciales. En segundo lugar, la regulación de ciertos tipos de ventas, específicamente las promociones de ventas y las ventas en rebajas. En tercer lugar, la supletoriedad de la Ley 7/1996, de Ordenación del Comercio Minorista, que proclama la Ley recurrida respecto de lo no regulado por ella. Y, por último, la no regulación por la Ley Foral de la reincidencia como elemento de graduación de las sanciones”.

b)
Comentario - resumen

1. Analiza el Tribunal, en primer lugar, la cuestión relativa a los requisitos previstos en la Ley Foral para la obtención de la licencia necesaria para iniciar la actividad de los grandes establecimientos comerciales. Dentro de esta cuestión “Dos aspectos concretos son los discutidos: el alcance del informe que debe emitir el Tribunal de Defensa de la Competencia (art. 23.3) y la no inclusión, entre los elementos exigidos para el otorgamiento de las licencias (art. 24.1), del requisito de la existencia en la zona de un ‘equipamiento adecuado’, exigencia que se contiene en el art. 6.2 de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista”.
Aborda por tanto pues el análisis del art. 23.3, párrafo tercero, de la Ley Foral que

dispone:
“El informe del Tribunal de Defensa de la Competencia debería dilucidar si existe posición de dominio en el mercado, aplicando para ello en el ámbito de Navarra los ‘porcentajes máximos establecidos en la normativa básica estatal’.”En relación con el mismo señala que “la controversia se ciñe, exclusivamente, al segundo inciso de dicho párrafo tercero, que se concreta en la determinación de que el Tribunal de Defensa de la Competencia haya de realizar la apreciación de la existencia o no de la aludida posición de dominio ‘aplicando para ello en el ámbito de Navarra los porcentajes máximos establecidos en la normativa básica estatal’”.

Concluye al respecto que “esta previsión normativa resulta inconstitucional, toda vez que la Comunidad Foral de Navarra carece de competencia normativa en materia de ‘defensa de la competencia’ que le permita modular la aplicación en su territorio de la legislación estatal correspondiente y, con ello, determinar su alcance”.

En cuanto al art. 24.1 que regula los “criterios” para el otorgamiento de licencias de los grandes establecimientos comerciales, mantiene el Tribunal que no existe en este precepto infracción competencial puesto que “el hecho de que el art. 24.1 no contenga, entre los criterios de otorgamiento que allí se relacionan, el relativo a la valoración de la existencia de un ‘equipamiento comercial adecuado en la zona afectada por el nuevo emplazamiento’ no significa que se haya prescindido del mismo, puesto que es indudable que resulta exigido por otros preceptos de la Ley recurrida”.

Así pues, continua diciendo “el art. 18 de dicha Ley regula el Modelo Territorial de Grandes Establecimientos Comerciales para la Comunidad Foral de Navarra, y en su apartado 2 dispone que tal Modelo ‘tiene como principal objeto impulsar una adecuada ordenación de la implantación de grandes establecimientos comerciales con el fin de alcanzar un nivel de equipamiento equilibrado entre distintas áreas y formas de distribución que permita a los ciudadanos satisfacer convenientemente sus necesidades de compra, a la vez que garantizar un equilibrio territorial’. El modelo territorial debe ser aprobado por el Gobierno de Navarra y publicado en el Boletín Oficial de la Comunidad (apartado 3), lo cual, unido a que se configura como ‘el instrumento capaz de establecer los criterios legales de valoración a efectos de otorgar o denegar las autorizaciones para la apertura, construcción o ampliación de grandes establecimientos comerciales en la Comunidad Foral de Navarra’ (apartado 1), despeja cualquier duda en el sentido de que la Ley recurrida no ha ignorado, sino que desarrolla expresamente conforme a su competencia exclusiva en materia de comercio interior, el criterio básico de ponderación del ‘equipamiento comercial adecuado en la zona afectada’, necesario para conceder o denegar la licencia de apertura de estos grandes establecimientos. Si, además, se considera que el modelo territorial puede revisarse cada dos años, y que deberá serlo necesariamente cada cuatro años (art. 19.1), no cabe duda de que la Ley Foral ha dado cumplimiento, conforme a su competencia, al criterio básico”. En conclusión, señala que, “el art. 24.1 no vulnera la competencia estatal derivada del art. 149.1.13ª CE”. (F.J. 6).

2.
El segundo de los motivos de impugnación concierne a los arts. 40.2 c) y 46.1, que regulan, respectivamente, determinados aspectos de las promociones de ventas y de la venta en rebajas.

En cuanto al art. 40.2 c) establece:

“La venta de promoción deberá ir precedida o acompañada de la suficiente información al públicos, en la que deberá figurar con claridad:

c) El período de vigencia de la promoción, que no podrá ser inferior a dos días consecutivos, ni superior a treinta días”.

En este punto declara el Tribunal con base en la STC 228/1993, de 9 de julio, que si bien es constitucionalmente admisible que las Comunidades Autónomas regulen los datos informativos de las ofertas de venta, sin embargo y como se dijo en la sentencia aludida, es claro que los preceptos que “limitan el libre ejercicio de la actividad mercantil a través del establecimiento de un marco temporal imperativo para el desarrollo de específicas modalidades de venta, y que tales medidas no pueden entenderse sino como encaminadas a evitar que el equilibrio y la paritaria concurrencia entre empresarios en el mercado queden rotos por el abuso de un tipo de ofertas que, como éstas, aspiran a la preferente atracción de los consumidores”, tales normas “no tienen otro encaje competencial que el de la propia defensa de la competencia, con la consecuencia de que su adopción, en mérito de lo dispuesto en el art. 30.1.4 del E.A.G., corresponde en exclusiva al Estado”.

“En conclusión, el art. 40.2. c) es inconstitucional y nulo en lo relativo al segundo inciso (‘que no podrá ser inferior a dos días consecutivos ni superior a treinta días’).

Ninguna tacha cabe sobre el primer inciso, relativo a la necesidad de informar acerca del ‘período de vigencia de la promoción’, incluido en la competencia autonómica sobre ‘protección de los consumidores’ (STC 228/1993, F.J. 6)”. (F.J. 9).

3.
Por lo que respecta al art. 46.1, dispone que:

“Se considera venta en rebajas aquella venta en la que se oferta[n] al público artículos a un precio inferior al fijado antes de su venta o en unas condiciones especiales que supongan una minoración en relación con el precio practicado habitualmente”.

Considera la sentencia que “La cuestión que aquí se debate se centra en determinar si el art. 46.1 de la Ley Foral recurrida, al regular la venta en rebajas, ha incidido sobre el contenido contractual de este tipo de ventas, vulnerando la competencia estatal relativa a la legislación mercantil (art. 149.1.6ª CE)”.

Estima el Tribunal, que el precepto en cuestión “ha introducido en el núcleo normativo que es propio de la figura contractual de la venta en rebajas, separándose, además, de la conceptualización que de este contrato ha realizado la Ley estatal 7/1996 en su art. 24.1. En efecto, definir la venta en rebajas como aquella modalidad de venta en la que se ofertan al público artículos ‘a un precio inferior al fijado antes de su venta o en unas condiciones que supongan una minoración en relación con el precio practicado habitualmente’ supone regular las relaciones contractuales en un aspecto tan central como es el precio de los productos que se someten a esta modalidad de venta. Y hemos de coincidir con el Abogado del Estado en que la incidencia sobre dicha relación contractual desborda el marco fijado al respecto por la legislación estatal, puesto que la norma foral no sólo incluye como venta en rebajas la de aquellos productos que se ofertan a ‘un precio inferior al fijado antes de su venta’, sino también la de los que se ofertan ‘en unas condiciones que supongan una minoración en relación con el precio practicado habitualmente’. Es claro que la ‘minoración’ en el precio no es asimilable, en términos conceptuales y en el preciso y estricto significado propio de esta expresión, a la oferta de condiciones complementarias que supongan, de hecho, una minoración en aquél, por lo que la regulación autonómica va más allá de lo previsto en la estatal, incidiendo en el ámbito del contenido contractual de la operación que contempla y, con ello, entrando en campo propio de la ‘legislación mercantil’, competencia exclusiva del Estado a tenor de lo establecido en el art. 149.1.6 CE. En definitiva, el inciso ‘o en unas condiciones que supongan una minoración en relación con el precio practicado habitualmente’ del art. 46.1 de la Ley Foral 17/2001 es inconstitucional y nulo”. (F.J. 11).

4.
A continuación, analiza la sentencia el art. 50.2 y la Disposición final 2ª de la Ley que establecen:

“Artículo 50.2:

‘En todo lo no regulado en el presente Título, es estará a lo dispuesto en el Título III de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, que tendrá carácter supletorio’.

Disposición final 2ª:

‘Se declara la supletoriedad de la Ley 7/1996, de 15 de enero, de Ordenación del Comercio Minorista, en todo lo no previsto por la presente Ley Foral’.”

En relación con la supletoriedad contenida en estos preceptos manifiesta el Tribunal que, “nos encontramos ante dos preceptos autonómicos que declaran, respectivamente, la aplicación supletoria de una parte y de la totalidad de la Ley estatal 7/1996, de Ordenación del Comercio Minorista, en todo lo no regulado o no previsto en determinada parte o en el conjunto de la Ley Foral 17/2001".

A este respecto, declara que “la inconstitucionalidad del art. 50.2 y de la Disposición Final Segunda, toda vez que no corresponde al legislador foral determinar la eficacia del derecho estatal aplicable, sin que la previsión del art. 40.3 de la LORAFNA conduzca a una valoración distinta, pues su inserción en el bloque de la constitucionalidad determina que su alcance coincida con la propia previsión del art. 149.3 CE acerca de la supletoriedad del derecho estatal” (F.J. 13).

5.
Por último el art. 72.1 de la Ley Foral establece:

“Las sanciones se graduarán especialmente en función de la trascendencia social de la infracción, la situación de predominio del infractor en el mercado, la naturaleza de los perjuicios causados, volumen de la facturación a la que afecta, el grado de voluntariedad o intencionalidad del infractor, la cuantía del beneficio obtenido, la capacidad económica y el plazo de tiempo durante el que se haya venido cometiendo la infracción”.

La sentencia señala que en materia de potestad sancionadora “la normativa básica estatal cumple la función de establecer una orientación unitaria y dotada de cierta estabilidad en todo aquello que el legislador considera esencial en cada momento en determinada área o materia, debiendo garantizar un espacio normativo suficiente a las Comunidades Autónomas para que puedan, dentro de él, desarrollar sus competencias normativas y de ejecución (STC 223/2000, de 21 de septiembre, F.J.12 6, con cita de las SSTC 1/1982, de 28 de enero, 48/1988, de 22 de marzo, 147/1991, de 4 de julio, y 197/1996, de 28 de noviembre)”, señalando, por otra parte que, “en este caso la norma básica estatal contenida en el art. 69.1 de la Ley 7/1996 se limita a prescribir que las sanciones se graduarán teniendo en cuenta, entre otros elementos, el de la ‘reincidencia’, sin ninguna otra concreción, salvo asegurar que la sanción impuesta con arreglo a dichos elementos no supere determinados porcentajes de la facturación de los comerciantes (art. 69.2)”.

Por tanto, concluye diciendo que “las Comunidades Autónomas pueden optar, en el libre ejercicio de sus competencias, entre diversas técnicas para dar cumplimiento al mandato básico. Es claro que una de esas técnicas puede ser la aplicación al reincidente de multas más elevadas dentro de los parámetros correspondientes a cada tipo de infracción según su mayor o menor gravedad. Pero nada impide, y desde luego no lo hace el art. 69.1 de la Ley 7/1996, que la Comunidad Foral de Navarra decida que en su territorio la ponderación de la reincidencia en la comisión de infracciones se realice a través de la propia tipificación de éstas, configurando un tipo específico del modo en que se realiza por los arts. 69.3 l) y 69.4 e) de la Ley Foral 17/2001”. Y en consecuencia declara que “la Ley recurrida no ha omitido la valoración de la reincidencia en la graduación de las sanciones, sino que lo ha hecho dentro de los márgenes permitidos por la norma básica estatal a través de la configuración de un tipo específico de infracción que contempla la reincidencia. Por tanto ha de concluirse que el art. 72.1 de la Ley 17/2001 no vulnera las competencias estatales”. (F.J. 15).

6.
Para terminar en el Fallo de la sentencia el Tribunal decide:

“Estimar parcialmente el recurso de inconstitucionalidad promovido por el Presidente del Gobierno contra la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, y en consecuencia:

1º.
Declarar que los arts. 23.3, párrafo tercero, en el inciso ‘aplicando para ello en el ámbito de Navarra los porcentajes máximos establecidos en la normativa básica estatal’; 40.2.c), en el inciso ‘que no podrá ser inferior a dos días consecutivos, ni superior a treinta días’; 46.1, en el inciso ‘o en unas condiciones especiales que supongan una minoración en relación con el precio practicado habitualmente’; y 50.2, así como la disposición final segunda, son contrarios al orden constitucional de competencias y, por tanto, nulos.

2º.
Desestimar el recurso en todo lo demás.

7.
Voto particular que formulan los Magistrados D. Eugeni Gay Montalvo y D. Pablo Pérez Tremps. Disienten los Magistrados de la declaración de inconstitucionalidad del art. 50.2 y Disposición final 2ª de la Ley Foral que realiza la sentencia, estimando que “el titular de una competencia legislativa, de acuerdo con el bloque de la constitucionalidad, en ejercicio de la misma, puede tanto establecer las reglas aplicables a título directo como determinar las que lo son a título supletorio. Cuando, como sucede en el presente caso, es el legislador autonómico el que realiza esta operación normativa fijando una concreta regla de supletoriedad, siempre que se mantenga dentro de los límites materiales de su competencia, lo único que hace es ejercitar ésta”. Por lo que entienden que los citados preceptos no son inconstitucionales.

